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CAPÍTULO XIV. LA CAPACIDAD1

1. Noción. Clasificación2

La capacidad constituye ciertamente una noción compleja y fascinante; es 
uno de los conceptos de mayor trascendencia para el Derecho, porque todos 
los seres humanos en algún momento hemos sido incapaces (durante la mi-
noridad) y eventualmente no estamos exentos de volver a serlo en la adultez 
(incapacitación o incapacidad). La autodeterminación de la persona es afectada 
por la incapacidad de obrar lo que coloca el tema que nos ocupa en un sitial 
complejo que necesariamente precisa el manejo y conocimiento del tópico.

La expresión “capacidad” se asocia a un continente y a un contenido; en 
el ámbito jurídico para dar una noción de capacidad debe distinguirse entre 
dos especies: la capacidad jurídica o de goce por oposición a la capacidad de 
obrar o de ejercicio. Para algunos ésta última es la verdadera capacidad, la que 
falta cuando generalmente nos referimos a incapaces, en tanto que la primera 
viene asociada generalmente a la idea de personalidad.

Efectivamente, la capacidad jurídica o de goce es una noción vinculada con 
la personalidad, pues la tiene toda persona natural o incorporal. De allí que 
buena parte de la doctrina llegue inclusive al referirse a su noción a reprodu-
cir el concepto de personalidad, esto es la aptitud para ser titular de deberes 
y derechos3. Sin embargo, a los fines de diferenciar tales conceptos, cabría 
hacerse partidario de la tesis que ve en la capacidad de goce la idea de medida, 
de grado o de quantum, y de allí que se defina en tal sentido la misma como 
“la medida de la aptitud para ser titular de deberes y derechos”4, y como 

1	 Véase: Domínguez Guillén, Ensayos…, pp. 19-87; Domínguez Guillén, Curso de Derecho Civil III 
Obligaciones…, pp. 532-541, www.rvlj.com.ve; Pons Tamayo, Héctor: Capacidad de la Persona 
Natural. Maracaibo, Universidad del Zulia, Facultad de Derecho, 1971; Ramos Chaparro, Enrique: 
La persona y su capacidad civil. Madrid, edit. Tecnos, 1995; Borda, Alejandro. La capacidad. En: 
La persona humana. Buenos Aires, La Ley S.A., 2001, pp. 167-194; León Robayo, Édgar Iván: La 
capacidad: atributo de la personalidad y presupuesto de validez del acto jurídico. En: Los Contratos 
en el Derecho Privado, Fabricio Mantilla Espinosa y Francisco Ternera Barrios (Directores 
Académicos). Colombia, edit. Universidad del Rosario/Legis, primera reimpresión, 2008, pp. 83-
105; Risolia, Marco Aurelio: Capacidad y Contrato. Buenos Aires, Abeledo Perrot, 1959; Aguilar 
Gorrondona, Derecho…, pp. 199-210; Hung Vaillant, Derecho…, pp. 235-245; Graterón Garrido, 
ob. cit., pp. 157-167; La Roche, ob. cit., pp. 65-70; Ochoa Gómez, Derecho…, pp. 219-234; Marín 
Echeverría, ob. cit., pp. 133-142; Zerpa, Derecho…, pp. 99-110; Rodríguez, ob. cit., pp. 125-140; Poles 
de Graciotti y otros, ob. cit., pp. 186-201.

2	 Véase: De Freitas de Gouveia, Edilia: La noción de capacidad en la doctrina jurídica venezolana. 
En: Estudios de Derecho Civil. Libro Homenaje a José Luis Aguilar Gorrondona. Colección Libros 
Homenaje Nº 5. Fernando Parra Aranguren Editor, Caracas, Tribunal Supremo de Justicia, 2002, 
Vol. I, pp. 319-345; Domínguez Guillén, Ensayos…, pp. 19-41. 

3	 Véase referencias en: Domínguez Guillén, Ensayos…, pp. 22-25; Bianca, ob. cit., p. 213, es la idoneidad 
del sujeto para ser titular de posiciones jurídicas. 

4	 Véase: Mélich Orsini, José: Doctrina General del Contrato. Caracas, Editorial Jurídica Venezolana, 
1985, p. 78; Maduro Luyando, Eloy: Curso de Obligaciones. Caracas, Universidad Católica Andrés 
Bello, 1989, p. 451; De Freitas de Gouveia, La noción…, pp. 323-325; Aguilar Gorrondona, Derecho…, 
p. 203; Peñaranda Quintero, Derecho…, p. 48; Juzgado de Primera Instancia en lo Civil, Mercantil, 
Agrario, del Tránsito y Bancario de la Circunscripción Judicial del Estado Amazonas, Sent. 11-



280 María Candelaria Domínguez Guillén

esta última se corresponde con personalidad jurídica, bien puede definirse 
sintéticamente la capacidad de goce como “la medida de la personalidad” 5. 
Idea que deja ver que toda persona tiene capacidad jurídica no obstante las 
restricciones o prohibiciones concretas o particulares que se traducen en in-
capacidades especiales de goce. Implica también dicha capacidad la idea de 
potencialidad pues todo sujeto tiene y puede llegar a tener la titularidad de 
múltiples deberes y derechos.

Ahora bien, la capacidad de obrar o de ejercicio se presenta desde una 
perspectiva dinámica6 como la posibilidad de realizar actos jurídicos7 válidos 
por voluntad propia8. Noción más precisa en términos técnicos que aquella 
que alude al ejercicio de los derechos por sí mismo9, toda vez que se aclara 
que algunos incapaces de obrar ejercen derechos como el de propiedad por sí 
mismos pero su imposibilidad de dirige a la realización de actos jurídicos10.

Dicha capacidad de obrar se subdivide a su vez en capacidad negocial, pro-
cesal y delictual11. Trasladando la noción general de capacidad de ejercicio, 
según se trate de actos negociales o procesales, cabe decir que la capacidad 
negocial12 es la posibilidad de realizar negocios jurídicos13 válidos por voluntad  

8-08, Exp. 2008-6644, http://amazonas.tsj.gov.ve/decisiones/2008/agosto/337-11-2008-6644-.html 
“La capacidad de goce es la medida de la aptitud para ser titular de derechos o deberes”.

 5	 Véase: Domínguez Guillén, Ensayos…, pp. 25-27; Domínguez Guillén, Curso…, p. 532; Juzgado del 
Municipio Carrizal de la Circunscripción Judicial del Estado Miranda, Sent. 30-7-10, http://miranda.
tsj.gov.ve/decisiones/2010/julio/119-30-2849-10-.html.

 6	 Por oposición a la “estática” que se identifica con la capacidad jurídica o de goce. Véase: Domínguez 
Guillén, Ensayos…, p. 30.

 7	 El acto jurídico constituye una manifestación de la voluntad humana dirigida a producir efectos 
jurídicos. Sobre el acto jurídico, véase: Parra Aranguren y Serrano, ob. cit., p. 61, el acto jurídico 
es un hecho jurídico voluntario que se distingue del hecho jurídico natural o hecho jurídico 
propiamente dicho; Torres Vásquez, ob. cit.; Betti, Emilio: Teoría General del Negocio Jurídico. 
Madrid, Editorial Revista de Derecho Privado, 2ª edic., 1943 (prólogo), Traducción de A. Martín 
Pérez, pp. 14-21; Mélich Orsini, ob. cit., pp. 14-16. 

 8	 Véase: De Freitas de Gouveia, La noción…, pp. 326; Aguilar Gorrondona, Derecho…, p. 203; Hung 
Vaillant, Derecho…, p. 235; Rodríguez, ob. cit., p. 128; Bianca, ob. cit., p. 231, es la idoneidad 
del sujeto para realizar actos jurídicos que incidan en su propia esfera patrimonial y personal. 

 9	 Véase: Graterón Garrido, ob. cit., p. 158; Ochoa Goméz, Derecho…, p. 222, es la aptitud para realizar 
actos jurídicos eficaces o la idoneidad para realizar actos jurídicos y ejercer sus derechos; Juzgado 
de los Municipios Cárdenas, Guásimos y Andrés Bello de la Circunscripción Judicial del Estado 
Táchira, Sent. 12-4-10, http://tachira.tsj.gov.ve/decisiones/2010/abril/1352-12-5648-.html. “La 
capacidad de ejercicio es, por el contrario, la potencia de toda persona para ejercer y actuar, por 
sí mismo”; Domínguez Guillén, Ensayos…, p. 27, nota al pie 26.

10	Véase: Domínguez Guillén, Ensayos…, pp. 27-32; Gordillo, Antonio: Capacidad, Incapacidades y 
estabilidad de los contratos. Madrid, edit. Tecnos, 1986, p. 34, la aptitud o idoneidad del sujeto 
para realizar actos jurídicos eficaces.

11	Véase: De Freitas de Gouveia, La noción…, pp. 328-332; Domínguez Guillén, Ensayos…, p. 
32; Mélich Orsini, Doctrina…, p. 82; Maduro Luyando, ob. cit., p. 452. 

12	Véase: Domínguez Guillén, Ensayos…, pp. 32-34.
13	Sobre la noción de negocio jurídico, véase: Betti, ob. cit., pp. 51-64, el negocio jurídico es el acto 

con el cual el individuo regula por sí los intereses propios en las relaciones con otros (actos de 
autonomía privada) y al que el derecho enlaza los efectos más conformes a la función económico-
social que caracteriza su tipo. De allí que el negocio tiene tres elementos: la forma, el contenido y 
la causa. Una definición corriente, en cambio, caracteriza el negocio como una manifestación de 
voluntad dirigida a producir efectos jurídicos, pero esta calificación formal no recoge su esencia, 
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propia. Esto es declaraciones de voluntad dirigidas a producir efectos jurí-
dicos14, que pueden ser bilaterales (si resulta de dos o más declaraciones de 
voluntad) como el contrato o unilaterales (si dependen de una sola declara-
ción de voluntad) como el testamento15. Para Mélich Orsini de la capacidad 
negocial se puede descender hasta la capacidad de contratar.16 Risolia, por 
su parte, considera tautológico referirse a capacidad para contratar pues 
no es en esencia distinta de la que se exige para la celebración de cualquier 
acto jurídico.17 La capacidad no es un elemento propio de los contratos sino 
de toda clase de actos jurídicos18; es presupuesto de validez de todo negocio 
jurídico19. Recientemente la doctrina plantea sustituir la capacidad negocial 
por capacidad sustantiva patrimonial o extrapatrimonial20.

La capacidad procesal21 implica la posibilidad de realizar actos procesales 
válidos por voluntad propia, esto es diversas actuaciones ante el órgano ad-
ministrativo o jurisdiccional en cualquiera de sus instancias, como interponer 
demandas, escritos, ejercer recursos, etc. Esta se diferencia de la capacidad de 
ser parte, que se asocia a la capacidad de goce (capacidad de goce procesal) y la 
tiene toda persona22, pues los incapaces de obrar pueden ser obviamente parte 

la cual reside en la autonomía de la autorregulación de intereses en las relaciones privadas, lo cual 
no debe limitarse a un querer o desear, sino más bien, a disponer, es decir, a actuar objetivamen-
te; Hattenhauer, ob. cit., pp. 63-76; Guilliod Troconis, Rafael: El negocio jurídico como fuente de 
derecho. En: Revista de Derecho Nº 3. Caracas, Tribunal Supremo de Justicia, 2001, pp. 23-109.

14	Véase: Larenz, ob. cit., p. 120.
15	Véase sobre los negocios jurídicos y su clasificación: Mélich Orsini, Doctrina…, pp. 16-18. 
16	Ibid., p. 82, referida a la capacidad que debe tener cada una de las partes del contrato para 

estipular por sí mismo y respecto de su propia esfera jurídica, sin necesidad de su sustitución por 
otra persona o de la asistencia de otra persona; De Luna, Isabel M. P.; Capacidad para contratar. 
Montevideo, Biblioteca de Publicaciones Oficiales de la Facultad de Derecho y Ciencias Sociales 
de la Universidad de Montevideo, Sección III LXVII, 1953.

17	Risolia, ob. cit., p. 33.
18	Ibid., p. 77.
19	León Robayo, ob. cit., p. 93.
20	Véase: Varela Cáceres, Edison Lucio: La designación de defensores públicos con compe-

tencia en materia de protección de niños, niñas y adolescentes y la capacidad procesal. En: Revista 
Venezolana de Legislación y Jurisprudencia Nº 8, 2017, pp. 490 y 491, plantea la revisión de la 
clasificación de la capacidad de ejercicio toda vez que la dinámica social ha demostrado sobrepasar 
esa rígida categoría respecto de niños y adolescentes. En particular propone sustituir la capacidad 
negocial por “sustantiva” y a su vez dividir la misma en patrimonial y extrapatrimonial. La capa-
cidad sustantiva patrimonial regiría para los actos de claro contenido pecuniario. En tanto que la 
capacidad sustantiva extrapatrimonial regiría para actos personales.

21	Véase: Domínguez Guillén, Ensayos…, pp. 34-38.
22	Véase: Juzgado de Primera Instancia en lo Civil, Mercantil, Agrario y del Tránsito de la Circuns-

cripción Judicial del Estado Amazonas, Sent. 7-4-05, Exp. 004-6190, http://www.tsj.gov.ve/tsj_re-
giones/decisiones/2005/abril/337-7-04-6190-.html “…en principio tienen capacidad para ser parte 
todas las personas naturales y jurídicas que son las únicas que pueden ser sujetos de derechos y 
obligaciones, según el Código Civil (Art. 15 del Código Civil). Dicha capacidad es una consecuen-
cia de la personalidad atribuida a los seres humanos y a los entes morales a quienes la ley les 
concede capacidad jurídica…”; Juzgado Superior en lo Civil, Mercantil, Bancario y del Tránsito de 
la Circunscripción Judicial del Estado Aragua, en Maracay, Sent. 12-5-10, http://aragua.tsj.gob.ve/
decisiones/2010/mayo/199-12-C-16546-.html “…distinta a la capacidad de ser parte es la capacidad 
procesal, pues la capacidad de ser parte como señalamos con anterioridad pertenece a toda persona 
física o moral que tiene capacidad jurídica o de goce, mientras que la capacidad procesal pertenece 
solamente a las personas que tienen el libre ejercicio de sus derechos, esto es, la capacidad de obrar 



282 María Candelaria Domínguez Guillén

en juicio pero deben subsanar su incapacidad de obrar con los mecanismos 
de ley, toda vez que su incapacidad de ejercicio se extiende a las actuaciones 
procesales. En efecto dispone el art. 137 CPC: “Las personas que no tengan el 
libre ejercicio de sus derechos, deberán ser representadas o asistidas en juicio, 
según las leyes que regulen su estado y capacidad.”23 A su vez, lo anterior se dis-
tingue de la capacidad de postulación, que la detenta el abogado o profesional 
del derecho, pues las actuaciones procesales en principio24 deben ser realizadas 
por quien tiene el conocimiento técnico jurídico para darle forma a la preten-
sión o a la defensa, ya sea a través de la asistencia o de la representación25.

Finalmente, la capacidad delictual en el ámbito civil supone la posibilidad 
de responder por hecho ilícito, esto es, toda conducta antijurídica y culpable 
que le ocasiona un daño a otro y que debe ser objeto de reparación de con-
formidad con el artículo 1.18526 CC. Tal capacidad si bien la tiene todo sujeto 
con capacidad obrar, no depende de ésta sino del discernimiento, es decir, el 
incapaz de obrar responde por su hecho ilícito si ha obrado con discernimiento 
(CC, art. 1.18627). La responsabilidad civil del sujeto con discapacidad mental 
no incapacitado judicialmente se resolvería por aplicación de las normas 
generales de la materia28.

La doctrina también distingue que existen otros hechos o actos materiales 
no negociables que la ley les asigna efectos, tales como el descubrimiento 
de un tesoro, y que no suponen propiamente capacidad de obrar aunque en 
algunos casos como la posesión o la ocupación sí se precisa una suerte de 

o de ejercicio del derecho civil”; Juzgado Séptimo de los Municipios Maracaibo, Jesús Enrique 
Lossada y San Francisco de la Circunscripción Judicial del Estado Zulia, Sent. 21-2-11. http://zulia.
tsj.gov.ve/decisiones/2011/enero/497-21-2153-07-2011.html “en fecha treinta (30) de junio del año 
mil novecientos noventa y tres (1993), la Sala de Casación civil de la extinta Corte Suprema de 
Justicia, sostuvo “En relación con las personas naturales, éstas tienen capacidad para ser parte 
desde el momento de su nacimiento y su personalidad termina con la muerte. En ese momento 
termina la capacidad para ser parte y la persona queda sustituida por sus herederos, quienes le 
suceden en sus derechos y obligaciones y en el proceso, si estaba en curso. Así como la capacidad 
jurídica que, en general, tienen todas las personas, no implica su habilidad para usar de ella en 
forma personal y libre, así como también la capacidad de esas personas para ser partes en un 
proceso no implica que siempre puedan intervenir de manera personal, directa e independiente. 
A los incapaces del derecho material corresponden los incapaces del derecho procesal. La regla 
general es la misma: es capaz para comparecer en juicio o ejecutar actos procesales válidamente 
toda persona que lo sea para la celebración de actos jurídicos en general (contratos, cuasicontratos, 
etc.,) y únicamente tales personas, es decir, quien no sea menor, entredicho…”; Bianca, ob. cit., p. 
239, la capacidad procesal es expresión de la capacidad de obrar que no debe confundirse con la 
capacidad jurídica procesal o idoneidad del sujeto para ser parte en un juicio. 

23	Véase: CPC, 346, ord. 2. 
24	Véase Ley de Abogados, art. 4. Véase sin embargo, excepción en LOPNNA, art. 456 la demanda 

“puede ser presentada con o sin la asistencia de abogado…”; TSJ/Sala de Casación Civil, Sent. 15-
9-04, J.R.G., T. 215, pp. 564 y ss., especialmente pág. 565.

25	Véase: Domínguez Guillén, Ensayos…, pp. 38-40.
26	Véase: Código Civil de Venezuela. Artículo 1.185. Caracas, Universidad Central de Venezuela, Facultad 

de Ciencias Jurídicas y Políticas, Instituto de Derecho Privado, Ediciones de la Biblioteca, 2001.
27	Véase sobre tal norma: Código Civil de Venezuela. Artículos 1.186 al 1.191. Caracas, Universidad 

Central de Venezuela, Facultad de Ciencias Jurídicas y Políticas, Instituto de Derecho Privado, 
2008, pp. 15-108. 

28	Véase: López y García de la Serrana, Javier: La responsabilidad civil de las personas con 
discapacidad intelectual. En: http://www.porticolegal.com/pa_articulo.php?ref=350.
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voluntariedad del agente. Son supuestos en que se debe indagar el correspon-
diente efecto jurídico sin que quepa alegar la incapacidad de obrar29.

2. Principios o reglas30

2.1. Todas las personas tienen capacidad de goce: La capacidad de goce según 
indicamos está tan íntimamente asociada a la personalidad, que para algunos 
son conceptos equivalentes. De allí que se afirme que todo sujeto de derecho 
bien sea ser humano o ente incorporal por la sola circunstancia de ser persona 
tiene capacidad jurídica o de goce31 (aunque la del ente moral está limitada 
por su finalidad y su naturaleza)32. Por eso para algunos la verdadera capa-
cidad es la de obrar la cual no tiene toda persona humana33, pues capacidad 
jurídica general posee todo sujeto y lo único que se plantea son incapacidades 
especiales o particulares de goce.

2.2. La capacidad de obrar presupone la capacidad de goce, pero no vice-
versa. Esto respecto de la persona natural pues la persona incorporal según 
se indicó siempre tiene capacidad de obrar. Pero la persona humana si bien 
tiene capacidad jurídica o de goce coetánea a su nacimiento, la capacidad de 
obrar plena la adquiere a su mayoridad, y excepcionalmente podría perderla si 
incurre en una de las causas taxativas que afectan la capacidad de los adultos.

2.3. Las normas que rigen la capacidad de goce y la capacidad de obrar son 
substancialmente distintas. La capacidad de goce y la capacidad son nociones 
sustancialmente distintas al punto que para algunos la última es la verdadera 
capacidad. Las incapacidades especiales de goce responden a prohibiciones 
no subsanables en torno a una relación jurídica particular; mientras que la 
incapacidad de obrar generalmente es subsanable por los respectivos regíme-
nes de representación o asistencia que prevé al efecto la ley.

2.4. Las normas que rigen la capacidad negocial y procesal son substancial-
mente distintas a las que rigen la capacidad delictual. En efecto, la esencia de la 
capacidad negocial y procesal apoyada en la noción de actos jurídicos conten-
tivos de declaraciones de voluntad que suponen complejidad y discernimiento  
pleno; se presenta enteramente distinta a la idea que ampara la capacidad 
delictual sustentada en la noción de simple discernimiento con proyección al 

29	Véase: Domínguez Guillén, Ensayos…, pp. 40 y 41; Orgaz, ob. cit., pp. 184 y 185; Puig Peña, ob.cit., 
p. 210, distingue entre capacidad negocial, delictual o cuasidelictual, procesal y para otros actos 
que no son negocios ni delitos.

30	Véase: Domínguez Guillén, Ensayos…, pp. 41-50.
31	Véase: Tribunal Superior de lo Contencioso Tributario de la Región Los Andes con sede en San 

Cristóbal, Estado Táchira, Sent. 3-11-04, Exp. 0400, http://tachira.tsj.gov.ve/decisiones/2004/
noviembre/1324-3-0400-.html; Juzgado de los Municipios Cárdenas, Guásimos y Andrés Bello de la 
Circunscripción Judicial del Estado Táchira, Sent. 12-4-10, http://tachira.tsj.gov.ve/decisiones/2010/
abril/1352-12-5648-.html.

32	Véase supra VII.4.
33	Véase: Juzgado Primero de Primera Instancia en lo Civil, Mercantil y del Tránsito de la 

Circunscripción Judicial del Estado Lara, Sent. 11-10-07, Exp. KP02-S-2007-015859, http://jca.tsj.
gov.ve/decisiones/2007/octubre/651-11-KP02-S-2007-15859-.html. “El principio amplio y general 
es que todas las personas, por el simple hecho de e xistir, tienen capacidad jurídica o de goce, esta 
capacidad se adquieren al momento del nacimiento y se pierde al morir, para obtener la capacidad de 
ejercicio se debe cumplir con los requisitos que la ley señala, tales como la mayoridad, por ejemplo”.
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hecho ilícito (conducta antijurídica y culpable que ocasiona un daño a otro). 
De allí que la capacidad delictual por constituir una situación de mayor com-
prensión o menor complejidad no precisa a diferencia de la capacidad negocial 
y procesal, de la capacidad legal sino de discernimiento o comprensión básica 
para distinguir lo bueno de lo malo.

2.5. Las normas que establecen la capacidad son de orden público. Se afirma 
como una máxima que la materia relativa al estado y capacidad de las personas 
es de orden público, por su importancia y consecuencias interesa al Estado 
y por tal está sustraída de la autonomía de la voluntad. No puede pues por 
voluntad del o los interesados escapar a las normas imperativas relativas a la 
capacidad, pues las mismas son de cumplimiento obligatorio. Por lo que cabe 
afirmar que “la intervención de la voluntad en materia de capacidad viene 
dada por la propia ley”34.

2.6. Las normas que consagran la incapacidad no obstante ser de orden 
público, son dictadas en beneficio y protección de los propios incapaces. Así 
pues tales disposiciones existen –en principio salvo el caso de la interdicción 
legal– a favor de los incapaces por lo que son estos quienes pueden invocar 
la protección legal impuesta a su favor y no el tercero que contrató con él. 
Contrariamente por no responder a lo anterior, la interdicción legal puede 
ser alegada por cualquiera35.

2.7. Las causas que afectan la capacidad de obrar son taxativas (las inca-
pacidades no pueden ser objeto de analogía). En efecto, la gravedad de las 
consecuencias derivadas de la incapacidad, esto es la imposibilidad de actuar 
por sí solo o por voluntad propia, no puede quedar al libre juego de la analogía; 
sus supuestos son taxativos y no extensibles en principio a supuestos apa-
rentemente semejantes o relacionados (ej. avaro, anciano, ciego36, analfabeta, 
etc.), aunque pensamos que excepcionalmente el sujeto que presenta estado 
vegetativo o estado de coma no encuadra técnicamente en el concepto de 
defecto intelectual y la incapacitación sería la única salida lógica a los efectos 
de su protección37. Tal persona no podría otorgar un poder o mandato, que 
podría ser la forma en que un sujeto con afecciones de salud no incurso en 
causas de incapacidad podría solventar su dificultad práctica38.

34	De Freitas de Gouveia, La autonomía…, p. 161.
35	Véase: Cedeño, Alfredo: De las Incapacidades en el Código Civil y la Ley Procedimental. Bogotá, 

edit. Kelly, 1941, p. 26, la regla general es que las incapacidades se establecen en interés del propio 
incapaz, pues su objeto es protegerlo, por lo que las sanciones no pueden recaer sobre éste sino 
sobre los terceros. Siendo la excepción la incapacidad de defensa social con carácter sancionatorio 
que afecta al entredicho legal.

36	La ceguera y la sordomudez ya no constituyen causas de incapacidad legal pues el artículo 410 
fue derogado por la Ley para la protección de personas con discapacidad, por lo que mal podría 
pretenderse incapacitar a tales personas si no media una causa autónoma de incapacitación dis-
tinta a las derogadas discapacidades sensoriales. Ello en virtud del carácter taxativo de las causas 
de incapacitación y la improcedencia de la analogía respecto de las mismas. 

37	Véase: Domínguez Guillén, Ensayos…, pp. 48 y 49, pp. 517-521; Juzgado de Primera Instancia en 
lo Civil y Mercantil de la Circunscripción Judicial del Estado Mérida, Sent. 26-5-09, http://merida.
tsj.gov.ve/decisiones/2009/mayo/961-26-8750-06-.html.

38	Véase: Juzgado Superior en lo Civil, Mercantil, del Tránsito y de Protección del Niño y del 
Adolescente de la Circunscripción Judicial del Estado Vargas, Sent. 19-5-09, http://vargas.tsj.gov.ve/
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2.8. La capacidad en sentido amplio depende del estado civil de la persona39. 
Cabe recordar que la noción de estado civil es amplia e incluye el estado per-
sona donde se ubica la “edad” que define en forma determinante la capacidad, 
así como otras situaciones que pudieran afectar la capacidad de obrar (el ma-
trimonio del menor de edad) y la capacidad jurídica (el estado familiar en lo 
relativo a incapacidades especiales de goce). Por ello se afirma que capacidad 
y estado civil presentan estrecha relación.

2.9. La incapacidad de obrar es exclusiva de la persona natural. La persona 
incorporal o jurídica en estricto sentido es siempre capaz de obrar, lo es desde 
su inicio a diferencia del ser humano que ha de esperar a la mayoridad. Es la po-
sición más consecuente con la naturaleza de la personalidad incorporal, sus ór-
ganos proyectan la voluntad del ente moral, y éste presenta capacidad negocial, 
procesal e inclusive delictual propia. Por lo que se concluye que la incapacidad 
de obrar es un estatus exclusivo de la persona humana o natural pues el repre-
sentante del ente moral no subsana una incapacidad de obrar sino una situa-
ción de orden natural. No existen personas incorporales menores de edad, inca-
pacitadas por defecto intelectual, debilidad de entendimiento o prodigalidad40.

2.10. La capacidad es la regla y la incapacidad es la excepción. La capacidad 
se presume y la incapacidad debe probarse41. Se trata de una consecuencia del 
citado carácter taxativo de las incapacidades y de principios básicos de derecho 
probatorio. “La capacidad de ejercicio es la regla general, y la incapacidad, la 
excepción”. La regla está formulada especialmente para los contratos: “Pueden 
contratar todas las personas que no estuvieren declaradas incapaces por la 
ley” (artículo 1143 C.C.). En cambio, la excepción, que tiene que ser expresa-
mente establecida en la ley, la hace depender ésta de ciertas circunstancias, 
tales como la menor edad, la interdicción por defecto intelectual o por causa 
de condena penal, y la inhabilitación (artículo 1144 C.C.)”42.

3. Incapacidades especiales de goce43

Toda persona tiene capacidad general de goce, por lo que las excepciones 
son particulares y vienen dadas por lo que ha denominado la doctrina “inca-
pacidades especiales de goce”, que se traducen en prohibiciones que impone 
el legislador por la posición que ocupan los sujetos en una posible relación 
jurídica o por razones de moralidad. Es la imposibilidad de ser titular de de-
beres y derechos en supuestos particulares.

decisiones/2009/mayo/128-19-1843-1967.html “forzoso es concluir que para el evento que requiera 
que alguna persona se ocupe de la atención de sus asuntos e intereses, existe la posibilidad que se 
le traslade un Notario Público para que en su presencia otorgue un mandato de administración 
y/o disposición, con todas las facultades que tenga a bien conferirle”.

39	Véase supra X.9.
40	Véase: Domínguez Guillén, Ensayos…, pp. 74-86.
41	Véase: Domínguez Guillén, Manual de Derecho Sucesorio…, pp. 281 y 282.
42	Véase: Juzgado Primero de Primera Instancia en lo Civil, Mercantil, Tránsito, Agrario y Bancario 

de la Circunscripción Judicial Estado Trujillo, Sent. 15-12-09, Exp. 23.155, http://trujillo.tsj.gov.
ve/decisiones/2009/diciembre/1609-15-23.155-.html.

43	Véase: Domínguez Guillén, Ensayos…, pp. 50-59.
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“En algunos casos por razones subjetivas o de moralidad existen ciertas 
prohibiciones que se traducen en incapacidades especiales de goce. Nos re-
ferimos a incapacidades especiales de goce, porque obviamente la capacidad 
general de goce siempre la conserva la persona, pero además lo que se afecta 
en el caso concreto es el goce de ese derecho u obligación en particular, y no 
su ejercicio. Si se afectara su ejercicio, la incapacidad podría subsanarse bien 
sea por la representación o la asistencia. Así por ejemplo, la prohibición de 
compraventa entre cónyuges o entre padres e hijos sometidos a su potestad, 
como también los supuestos de indignidad para suceder, se presentan según 
esta idea como incapacidades especiales de goce, porque en esos casos espe-
ciales, los afectados no tienen la posibilidad de disfrutar del derecho. Obsér-
vese que en tal caso las personas bien pueden tener capacidad de ejercicio 
pues pueden actuar por su propia voluntad, pero la incapacidad no toca la 
capacidad de obrar sino una pequeña esfera de la capacidad de goce. En razón 
de esto, tal incapacidad especial de goce no puede ser subsanada, afecta en 
forma radical a la persona y ésta no podrá escapar de la misma como si puede 
hacerlo el incapaz de obrar a través de los regímenes de protección que le 
ofrece la ley”.44 De allí que la incapacidad de goce tiene por objeto prohibir a 
un individuo de manera radical la realización de un acto45.

Los actos que violen las incapacidades especiales de goce están afectados 
de nulidad, que podrá ser absoluta o relativa según el caso46 No debe preten-
derse que toda violación siempre daría lugar a nulidad absoluta, porque todo 
dependerá del caso concreto, pues si bien las incapacidades de goce respon-
den a razones de orden público47, no puede aceptarse de manera radical la 
nulidad absoluta, por cuanto la incapacidad está establecida en defensa de 
meros intereses privados48; e inclusive la nulidad pudiera en algunos casos 
perjudicar a quien pretende proteger49.

Veamos pues, cuales son los casos que la doctrina reseña como de incapa-
cidades especiales de goce50:

44	Domínguez Guillén, Ensayos…, p. 51; Nieto Blanc y otros, ob. cit., pp. 123 y 124: la incapa-
cidad de derecho no puede ser absoluta porque ello supondría un aniquilamiento de la persona 
en tanto que la de hecho si puede ser absoluta: la de derecho se refiere a casos determinados me-
diante una situación concreta, en tanto que la de hecho supone una situación de carácter general; 
la incapacidad de goce o de derecho no puede ser suplida mediante representación o asistencia, 
en tanto que en la de hecho o de obrar se imponen tales figuras. 

45	Larroumet, ob. cit., p. 230; Graterón Garrido, ob. cit., p. 161 se prohíbe ciertos derechos o 
actos, inhabilita a la persona para ser sujeto de derecho y obligaciones. 

46	Véase: Mélich Orsini, Doctrina…, p. 110.
47	Véase: Borda, Guillermo, ob. cit., p. 236; Nieto Blanc y otros, ob. cit., p. 123, en torno al carácter 

absoluto de la nulidad en caso de violentarse las incapacidades especiales de goce, puede verse: 
Carretero, ob. cit., p. 73, quien refiere que “los actos para los que no se tiene capacidad jurídica 
son nulos, por el contrario el efecto de la capacidad de obrar produce la anulabilidad”.

48	Naranjo Ochoa, ob. cit., p. 190.
49	Ej. una compraventa celebrada entre padre e hijo sometido a potestad ampliamente beneficiosa 

para este último. Con la nulidad se pierde el sentido que pretendió prohibir el legislador. 
50	Véase: Aguilar Gorrondona, Derecho…, pp. 205-208; De Freitas de Gouveia, La noción…, pp. 334 y 335.
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–Incapaces para suceder ab intestato:

Según Aguilar Gorrondona51 1. A) Son incapaces para suceder “ab intesta-
to” (sin testamento), cualquiera que sea la persona de cuya sucesión se trate: 
Los que en el momento de la apertura de la sucesión no estén concebidos 
todavía (CC, art. 809); B) Los que no hayan nacido vivos. Por nuestra parte 
pensamos que en tales supuestos no se configuran propiamente como una 
incapacidad sino que no se tiene la condición de persona o sujeto de derecho 
de conformidad con el artículo 17 del CC.52 De allí que consideremos que la 
denominada incapacidad por inexistencia no constituye propiamente una 
incapacidad para suceder toda vez que mal puede tener incapacidad quien 
no tiene personalidad; esta es presupuesto de aquella53.

*Son incapaces para suceder “ab intestato” a determinadas personas, aque-
llos a quienes la ley califica como indignos de suceder (CC, art. 810: quien 
haya perpetrado delito contra la persona de cuya sucesión se trate, el adúltero, 
quien no prestó obligación de alimentos teniendo los medios), a menos que 
hayan sido rehabilitados en la forma legal (CC, art. 811) y en el entendido de 
que la indignidad del padre, de la madre o de los ascendientes para recibir la 
herencia de una persona no perjudica a los hijos o descendientes para recibir 
dicha herencia (CC, art. 813) 54.

* En materia de Derecho Sucesorio, a la incapacidad para suceder ab intes-
tato la doctrina agrega además de la indignidad, la ausencia, la conmoriencia 
y el reconocimiento post mortem55.

–Incapacidades para recibir por testamento56:

Son incapaces para recibir por testamento de cualquier persona los mismos 
que son incapaces para suceder ab intestato con la excepción de que pueden 
recibir por testamento los hijos de una persona determinada que viva en el 
momento de la muerte del testador aunque no estén concebidos todavía (art. 
840 CC). No se trata propiamente de una excepción, pues la posibilidad de he-
redar o suceder del concepturus o por concebir está supeditada al nacimiento.

* Son incapaces de heredar por testamento:

–Las Iglesias de cualquier credo (CC, art. 841, ord 1º).

51	Aguilar Gorrondona, Derecho…, pp. 205 y 206.
52	No creemos que se constituyan como verdaderas incapacidades de goce, pues lo que ocurre es 

que en los supuestos indicados no existe “persona” y la capacidad de goce es simultánea a ésta; 
De Freitas de Gouveia, La noción…, p. 334. Véase: Torres-Rivero, Arturo Luis: Mis Comentarios 
y Reparos a la Reforma del Código Civil en 1982. Caracas, Universidad Central de Venezuela y 
Colegio de Abogados del Estado Lara, Imprenta Universitaria, 1984, Vol. I, pp. 64 y 65, quien 
indica al comentar el art. 809 que en efecto, exprésese o no en la ley, determinadas situaciones, 
por biológicas, por naturales, producen siempre fatalmente sus consecuencias. <<Los que no hayan 
nacido vivos>> no son personas naturales, y por ende, no son personas jurídicas, lo cual evidencia 
la incapacidad de ellos, incapacidad general por inexistencia, que es un axioma.

53	Véase: Domínguez Guillén, Manual de Derecho Sucesorio…, pp. 193-198.
54	Véase: ibid., pp. 198-216.
55	Véase: ibid., pp. 198-229.
56	Véase: ibid., pp. 292-309.
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–Los institutos de manos muertas (CC, art. 841, ord. 1º). Son aquellos que 
por leyes o reglamentos de su constitución no pueden enajenar sus bienes 
inmuebles. (CC, art. 1.144, ap. único).

–Los ordenados “in sacris” y los ministros de cualquier culto a menos que 
sean cónyuge, ascendiente, descendiente o pariente consanguíneo dentro del 
cuarto grado inclusive del testador. (CC, art. 841, ord. 2º).

* Son incapaces de recibir por testamento respecto de determinadas per-
sonas, además de los indignos que se encuentran dentro de la primera regla, 
quienes se encuentren en los casos previstos en los artículos 844, 845 (aunque 
en este caso se trata más bien de una limitación al monto de la cuota), 846, 
847 y 848 del CC.

–Incapacidades para recibir por donación: Son incapaces para recibir por 
donación las personas incapaces para recibir por testamento (CC, art. 1.436).

–Incapacidades para adquirir bienes inmuebles: Son incapaces para adquirir 
inmuebles los institutos llamados de manos muertas (CC, art. 1.444, ap. único).

–Incapacidades en materia de venta:

* Son incapaces para vender y comprar entre sí marido y mujer (CC, art. 
1.481)57.

* Son incapaces para comprar las personas señaladas en el art. 1.482 del 
CC: –El padre y la madre los bienes de sus hijos sometidos a su potestad: los 
tutores, protutores y curadores, los bienes de las personas sometidas a su 
potestad. –Los mandatarios, administradores o gerentes, los bienes que estén 
encargados de vender o hacer vender. –Los empleados públicos, los bienes de 
la nación, de los Estados o sus secciones... –Los magistrados, jueces, fiscales , 
secretarios los derechos o acciones litigiosos de la competencia del Tribunal 
de que forman parte ... los abogados y los procuradores no pueden ni por sí 
ni por medio de personas interpuestas, celebrar con sus clientes ningún pac-
to ni contrato de venta, donación, permuta u otro semejante sobre las cosas 
comprendidas en las causas a que prestan su ministerio.

–Incapacidades por razón de la tutela: Los tutores y protutores son incapa-
ces para comprar bienes del pupilo, tomarlos en arrendamiento, hacerse ce-
sionario de créditos o derechos contra él y para adquirir los bienes del mismo 
que hubieren enajenado. Esta norma, dictada para la tutela de menores (CC, 
art. 370), se aplica también a la tutela de entredichos (CC, arts. 397 y 408).

57	Véase: TSJ/SConst., Sent. 1682 de 15-7-05, “Esta ausencia de registro y, por tanto, de publicidad, 
que puede mantener al concubinato oculto respecto a los terceros, plantea la pregunta de si es nula 
la venta entre los concubinos, tal como lo establece el artículo 1481 con respecto a los cónyuges. 
A juicio de esta Sala, dados los efectos que se reconocen a la <<unión estable>>, sería una fuente 
de fraude para los acreedores de cualquiera de los concubinos, aceptar que uno vendiera al otro 
los bienes comunes documentados a su nombre o poseídos por él y, en consecuencia, quien de-
muestre que la venta ha ocurrido entre ellos, puede invocar la existencia de la unión y tratarlos 
como bienes comunes o, según los casos, pedir la nulidad del negocio”.
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4. Causas que afectan la capacidad de obrar58

La capacidad de obrar se ve afectada por determinadas causas o circunstancias, 
algunas de ellas limitativas, esto que generan incapacidad o imposibilidad 
de realizar actos jurídicos por voluntad. Las causas taxativas que afectan la 
capacidad de obrar son la edad, la afección mental, la prodigalidad, la conde-
na penal a presidio y el matrimonio del menor de edad. Las cuatro primeras 
causas afectan la capacidad de ejercicio limitándola o suprimiéndola mientras 
que la última produce un aumento relativo de la misma, toda vez que el me-
nor de edad que contrae matrimonio se emancipa y aumenta su capacidad59. 
Ciertas discapacidades sensoriales como la ceguera (de nacimiento o adquirida 
durante la infancia) o la sordomudez que constituían causa de inhabilitación 
legal según el artículo 410 CC fueron derogadas por la Ley para las Personas 
con discapacidad60 por lo que no constituyen causas de incapacidad en el 
Derecho venezolano vigente.

La edad61: es el tiempo transcurrido en años desde el nacimiento hasta el 
momento en que se considere. Así por ejemplo, si se nos pregunta nuestra 
edad en la actualidad, esta última será el momento a considerar, pero la refe-
rencia podría ser diferente, por ejemplo al graduarnos, al casarnos, etc. Es la 
“medida de vida de una persona”62; alude a la duración temporal de la vida63. 
Es causa determinante de la capacidad de obrar pues el Legislador reconoce 
que la madurez y el discernimiento dependen del hecho involuntario de la 
edad y que a medida que ésta aumenta y el menor se aproxima a la mayoridad 
(18 años) la ley le reconoce importantes facultades de actuación jurídica aun-
que en principio sea un incapaz de obrar. Al llegar a la mayoridad, el sujeto 
se encuentra en la plenitud de su capacidad de ejercicio para la generalidad 
de los actos jurídicos en que no se haya establecido otra edad o no se este 
incurso en una causa de incapacidad de adultos. Antes de tal edad el sujeto, 
contrariamente se ubica en la minoridad que supone una incapacidad general 
de obrar, salvo que la ley conceda especialmente capacidad de ejercicio para 
determinados actos. De allí que la edad constituye aspecto determinante que 
incide en la capacidad de obrar del individuo.

La edad resulta importante para el Derecho por cuanto este presume que 
en función de ella la persona ha alcanzado determinadas condiciones de ma-

58	Véase: Domínguez Guillén, Ensayos…, pp. 59-65; De Freitas de Gouveia, La noción de capaci-
dad…, ob. cit., pp. 335-344; Aramburo, Mariano. La Capacidad Civil (Estudio de las causas 
que la determinan, modifican y extinguen, según la filosofía del derecho, la historia de la le-
gislación y el derecho vigente en España). Madrid, edit. Reus S.A., 1931; Juzgado Superior 
Tercero en lo Civil, Mercantil y del Tránsito de la Circunscripción Judicial del Estado Lara  
Barquisimeto, Sent. 25-1-11, http://falcon.tsj.gov.ve/decisiones/2011/.../678-25-KP02-
F-2008-000354-10-1589.html. 

59	Véase infra capítulo XIX.
60	Véase infra capítulo XXII.
61	Véase: Domínguez Guillén, María Candelaria: Minoridad y mayoridad: consideraciones 

conceptuales. En. Revista de Derecho Nº 33, Caracas, Tribunal Supremo de Justicia, 2010, pp. 
193-196.

62	Maluquer de Motes, ob. cit., p. 57.
63	Carrasco Perera, ob. cit., p. 100.
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durez64. La edad “es el criterio o circunstancia del que se sirve el Derecho para 
establecer y conceder al hombre una mayor o menor capacidad”65. El tiempo 
de existencia es tomado en consideración por el Derecho, porque se estima 
lógicamente que determina la madurez intelectual66. La edad, constituye un 
importante elemento involuntario del estado civil 67 cuya prueba fundamental 
deriva de la respectiva acta de nacimiento68.

La afección o discapacidad mental69: La afección o discapacidad mental o in-
telectual bien sea grave o leve, podría afectar la capacidad de obrar del adulto, 
ya sea a través de la interdicción o de la inhabilitación, respectivamente. Así 
la incapacitación o incapacidad que procede por sentencia puede ser absoluta 
(interdicción) si se trata de un defecto intelectual grave o pudiera tratarse 
de una incapacitación relativa (inhabilitación) en el caso de una afección 
mental leve (débil de entendimiento). La interdicción propicia un régimen 
de representación que es la tutela, mientras que la inhabilitación da lugar a 
un régimen de asistencia que es la curatela. En la última a diferencia de la 
primera el incapaz relativo tiene el libre gobierno de la persona. La intensidad 
de la afección o discapacidad mental determinará si se está en presencia de 
un pronunciamiento de interdicción o de inhabilitación 70. El primero está 
sometido a una incapacidad absoluta (representación), el segundo relativa 
(asistencia) y no pierde el libre gobierno de la persona71.

La prodigalidad72: Es la conducta desproporcionada, injustificada y habitual 
consistente en dilapidar el patrimonio. Se constituye como una circunstancia 
que debe probada en el curso de un procedimiento de incapacitación relativa 
que da lugar a la inhabilitación, originando el respectivo sometimiento a 
curatela (asistencia) 73.

La condena penal a presidio74: El condenado a presidio es sancionado ac-
cesoriamente en nuestro ordenamiento vigente (CP, art. 23) con la pérdida 
o privación de la capacidad negocial en el ámbito patrimonial, subsistiendo 

64	Maluquer de Motes, ob. cit., p. 57.
65	Moro Almaraz y Sánchez Cid, ob. cit., p. 124.
66	Serrano Alonso, ob. cit., p. 35.
67	Porque el transcurso fatal del tiempo –muy a pesar del deseo del ser humano– es un hecho 

jurídico que escapa de su alcance. Véase supra capítulo X e infra capítulo XV.
68	De allí que la omisión de la fecha del nacimiento constituye un vacío sustancial susceptible 

de ser corregido por vía de rectificación de partidas. 
69	Véase infra capítulos XXI y XII.
70	Véase: Domínguez Guillén, Ensayos…, p. 354; Juzgado Cuarto de Primera Instancia en lo Civil, Mer-

cantil, del Tránsito y Bancario de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas, 
Sent. 2-8-10, Exp. AH14-F-2000-000022, http://jca.tsj.gov.ve/decisiones/2010/agosto/2119-2-AH14-
F-2000-000022-.html (del mismo Tribunal sent. 19-6-07: http://sucre.tsj.gov.ve/decisiones/2007/
junio/2119-19-00-0210-.html).

71	Véase: Juzgado Segundo de Primera Instancia en lo Civil, Mercantil y Bancario de la Circuns-
cripción Judicial del Estado Carabobo, Sent. 17-2-10, Exp. 53.195, http://caracas.tsj.gov.ve/decisio-
nes/2010/febrero/722-17-53.195-53.195.html. 

72	Véase infra capítulo XXII.
73	Véase infra XXII.2.2.
74	Véase infra capítulo XXI.
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por ende la posibilidad o capacidad de realizar actos personalísimos. Se trata 
de una incapacidad de obrar sancionatoria: la única que de tal naturaleza 
impone el Derecho venezolano vigente, toda vez que las restantes atienden 
a la idea de protección.

El matrimonio: A diferencia de las anteriores causas que tienden a limitar 
o suprimir la capacidad de obrar, la presente produce un aumento relativo 
de la misma, toda vez que nos referimos al caso del menor de edad que por 
efecto del matrimonio se emancipa, teniendo lugar a su favor por el solo 
efecto de la ley, un aumento relativo de su capacidad de obrar, pues adquiere 
el autogobierno requerirá autorización judicial para actos negociales y asis-
tencia para actuaciones procesales75. Así pues que cuando señalamos a que el 
matrimonio afecta la capacidad de obrar aludimos al menor de edad porque 
la aumenta; de tal suerte que en nuestro ordenamiento vigente a partir de 
la Reforma del CC de 1982 el matrimonio del mayor de edad no constituye 
circunstancia modificativa o limitativa de la capacidad de obrar, toda vez que 
se logró la igualdad entre hombre y mujer. Pues es de recordar que bajo el 
imperio del CC de 1942 esta se encontraba en una suerte de incapacidad de 
obrar pues estaba sometida a la potestad marital (art. 140) y tenía un domi-
cilio legal teniendo que seguir al marido donde éste fijara su residencia (art. 
33) amén de que el marido administraba la comunidad conyugal76. Se afirma 
que varias ideas pretendían justificar la desigualdad en tiempos antiguos y la 
afectación de la capacidad legal de la mujer: la protección de ésta, la necesidad 
de dirección única en la familia77; y que la mujer no desatendiera sus debe-
res domésticos78 Curiosamente la necesidad de una dirección en la sociedad 
conyugal fue sostenida en los debates parlamentarios de la Reforma del CC 
de 198279, afortunadamente sin éxito.

5. Los regímenes de incapaces80

75	Véase infra capítulo XIX.
76	Véase: Castillo, Raúl: Capacidad civil de la mujer casada. Habana, Cultural S.A., 1930, p. 125, 

anteriormente, la autoridad marital, mantenía a la mujer en una capiti diminutio; Lasarte, ob. cit., 
p. 232, el CC español de 1889 –pero perfectamente aplicable al Código Civil venezolano de 1942– 
que su redacción se asentaba en una concepción masculinizante de la vida, siendo desolador el 
panorama de la mujer casada al quedar sometida a la potestad marital, estar obligada a seguir al 
marido donde fijara su domicilio y estar marginada de la administración de bienes matrimoniales; 
Leret de Matheus, La Mujer, una incapaz…; Diez-Picazo y Gullón, ob. cit., p. 223, el matrimonio ha 
perdido su significación como causa modificativa de la capacidad de obrar de los cónyuges, por 
virtud de su equiparación jurídica.

77	Véase: Pérez Perdomo, Rogelio y Miriam San Juan: Iguales ma non troppo. La condición jurídica 
de la mujer en el siglo XIX. En: Revista de la Facultad de Ciencias Jurídicas y Políticas de la Uni-
versidad Central de Venezuela Nº 91, 1994, p. 207 (los autores citan a Escrich).

78	Ibid., p. 212, citan a Sanojo y Dominici.
79	Véase: Código Civil de Venezuela. Artículos 165 al 183. Caracas, Universidad Central de Venezuela, 

Facultad de Ciencias Jurídicas y Políticas, Instituto de Derecho Privado, 1997, pp. 114 y 115, se 
cita intervención del diputado Duoglas Dáger en sesión del 18-3-81 de la Cámara de Diputados que 
señala “…no es posible concebir una sociedad, ni la conyugal ni ninguna otra forma de asociación 
humana, carente de dirección…”.

80	Véase: Domínguez Guillén, Ensayos…, pp. 66-70; Domínguez Guillén, María Candelaria: 
Reflexiones sobre la representación y la asistencia de los incapaces. En: Revista de Derecho Nº 11. 
Caracas, Tribunal Supremo de Justicia, 2004, pp. 273-282; Domínguez Guillén, María Candelaria: Di-
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Una clasificación de los regímenes de incapaces distingue entre aquellos de 
menores de edad de los de mayores de edad; incluyendo en el primero la patria 
potestad, la tutela, la colocación y la emancipación; en tanto que respecto de 
los mayores de edad en términos generales se distingue la interdicción y la 
inhabilitación, que da lugar a la tutela y la curatela, respectivamente.

Pero una clasificación tradicional y que se extiende o afecta a su vez la ante-
rior clasificación tiene que ver con la forma en que funciona el respectivo régi-
men en lo atinente a la intervención o no del incapaz en el acto de que se trate. 
Se diferencia así entre regímenes de representación y regímenes de asistencia, 
cuya distinción por sí mismos evidencia el grado de gravedad de la afección o 
de la causa de que se trate, toda vez que en la representación el representante 
se sustituye al incapaz quien no interviene en el acto de que se trate; mientras 
que en la asistencia el incapaz además de tener la iniciativa del acto pues de-
cide si se ha o no de realizar, actúa asistido o acompañado por el curador. La 
representación supone una sustitución; la asistencia una actuación conjunta.

“Si pudiéramos establecer en términos simples la diferencia entre represen-
tación y asistencia, diríamos que representar es sustituirse mientras que asistir 
es acompañar; representar es actuar por otro en tanto que asistir es actuar con 
el otro.”81 “La representación tiene lugar cuando se asigna una persona para 
que sustituya al incapaz en el ejercicio de los derechos de éste y realice los 
actos para los cuales el titular está legalmente impedido. Él actúa por sola 
iniciativa y sin concurso de la voluntad del incapaz so pena de nulidad de 
todo acto y de todo juicio que hubiere lugar sin su participación”82. La repre-
sentación supone una incapacidad absoluta, en tanto que la asistencia una 
incapacidad relativa o parcial; éstas se aprecian en materia de incapacitación 
precisamente al distinguir la interdicción que propicia tutela de la inhabili-
tación que origina curatela.

Adicionalmente en materia de menores, aplicando las ideas anteriores se 
distinguen los regímenes de representación (patria potestad, tutela y coloca-
ción) del único régimen permanente que implica una ampliación de la capa-
cidad y autogobierno del menor por el sólo efecto del matrimonio, a saber, la 
emancipación. Esta propicia un régimen de asistencia en el ámbito procesal 
y de autorización en el ámbito negocial. La autorización se diferencia de la 
asistencia en que la primera supone la aprobación previa a la realización del 
acto mientras que la asistencia es simultánea a éste83.

ferencia entre incapacitación absoluta y relativa. En: Revista de Derecho Nº 30, Tribunal Supremo 
de Justicia, 2009, pp. 97-132; Domínguez Guillén, María Candelaria: Diferencia entre inhabilitación 
y emancipación. En: Revista de Derecho Nº 31, Tribunal Supremo de Justicia, 2009, pp. 13-25.

81	Domínguez Guillén, Reflexiones sobre la representación y la asistencia …, pp. 273 y 274; Juzga-
do Superior Primero en lo Civil, Mercantil, Tránsito y Bancario de la Circunscripción Judicial 
del estado Táchira, Sent. 24-4-14, Exp. 7128, http://caracas.tsj.gob.ve/DECISIONES/2014/
ABRIL/1320-24-7128-035.HTML.

82	Véase: Juzgado Primero de Primera Instancia en lo Civil, Mercantil y del Tránsito de la Circuns-
cripción Judicial del Estado Lara, Sent. 11-10-07, Exp. KP02-S-2007-015859, http://jca.tsj.gov.ve/
decisiones/2007/octubre/651-11-KP02-S-2007-15859-.html. 

83	Véase: Domínguez Guillén, Reflexiones sobre la representación y asistencia…, p. 273; De 
Freitas de Gouveia, La noción…, pp. 344 y 345.



293Manual de Derecho Civil I (Personas)

Lo anterior con relación a la realización de actos jurídicos, pero en el ámbito 
personal, algunos regímenes comprenden el sometimiento a la potestad de 
otro o más precisamente no se tiene el autogobierno, lo cual acontece esen-
cialmente en los regímenes de representación. Pues efectivamente en aquellos 
de asistencia y autorización el incapaz relativo suele presentar un mayor nivel 
de discernimiento que le permite tener el autogobierno o libre gobierno de 
su persona. Por lo que la asistencia o autorización se precisa generalmente 
para la realización de determinados actos jurídicos fundamentalmente de 
contenido patrimonial.

6. Incapacidad natural e incapacidad civil84

La incapacidad civil es la que impone o reconoce la ley; su causa es pues 
taxativa según lo que disponga el legislador. La incapacidad natural como su 
denominación lo indica emana de la naturaleza, se trata de una imposibilidad 
de discernir o de comprender la trascendencia de los actos jurídicos derivada 
de circunstancias naturales. Lo lógico es que la incapacidad civil sea inspirada 
en la incapacidad natural, toda vez, que el Derecho no crea incapacidades de 
la nada sino que suele reconocerlas con base a una causa natural. Como es el 
caso de la incapacidad del niño o del entredicho por demencia. Sin embargo, 
la distinción es importante porque aunque deberían estar relacionadas, bien 
podrían excepcionalmente no coincidir.

La capacidad natural está íntimamente ligada al discernimiento de allí que 
se afirme que si hay discernimiento habrá en principio capacidad natural, pero 
esta capacidad puede existir en algunos incapaces legales o incapaces civiles. 
Así por ejemplo el condenado a presidio es un incapaz civil pero no natural 
porque tiene discernimiento, de no tenerlo sería inimputable y sería ajeno a 
la sanción penal. El adolescente va adquiriendo progresivo discernimiento, 
que si bien lo acompaña a partir de los doce años se va incrementando a me-
dida que se acerca a la mayoridad por lo que es un incapaz civil pero no un 
incapaz natural. Contrariamente podrán existir personas que aunque capaces 
formalmente son incapaces naturales como es el caso de quien padezca una 
discapacidad mental grave y no esté entredicho.

El asunto puede también presentar interés porque si la capacidad natural se 
identifica con el discernimiento en tanto que la capacidad legal es un problema 
de derecho; la simple incapacidad natural pudiera ser alegada para atacar la 
validez de ciertos actos jurídicos en una interpretación coherente. Pues aunque 
los artículos 1142 y 1143 del CC exigen la capacidad legal como requisito de 
validez del contrato, el art. 1141 eiusdem precisa del consentimiento como 
requisito de existencia del contrato y por ende extensible a los negocios o actos 
jurídicos en general85. Situación que a decir de la doctrina viene confirmada 

84	Véase: Domínguez Guillén, Ensayos…, pp. 70-74.
85	Véase: Mélich Orsini, ob. cit., pp. 84 y 85. Véase declarando sin lugar demanda de nulidad: 

Juzgado Tercero de Primera Instancia en lo Civil, Mercantil, Tránsito y Bancario de la Circunscrip-
ción Judicial del Área Metropolitana de Caracas, Sent. 22-2-11, http://jca.tsj.gov.ve/decisiones/2011/
febrero/2118-22-AH13-V-1997-000043-.html “siendo así definida la capacidad como la aptitud de 
las personas para ser titulares de derechos y obligaciones y para hacerlos valer por sí mismas; 
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cuando el Legislador permite expresamente la impugnación de ciertos actos 
con base a la incapacidad natural no obstante la capacidad legal (CC, arts. 405, 
406 y 837)86. La incapacidad natural pudiera derivarse de una causa transitoria 
que no justificaría la afectación de la capacidad de obrar87, toda vez que la 
incapacitación precisa de una causa permanente.

De tal suerte que la incapacidad natural puede surtir efectos jurídicos de ser 
debidamente probada, al margen de mediar incapacidad legal, fundamental-
mente cuando se presenta carencia de discernimiento. Este es por lo general 
cosustancial a la idea de capacidad.

7. Incapacidad y discapacidad88

La discapacidad le impide o dificulta al sujeto desempeñar normalmente de-
terminada actividad o afecta su integración plena. Puede ser física, intelectual 
o sensorial89 y el ordenamiento jurídico90 tiende a la protección e integración 

existe capacidad de goce y capacidad de ejercicio (jurídica); la capacidad de goce es la aptitud de 
las personas para ser titulares de derechos y obligaciones y por cuanto de dicho documento se 
evidencia que ambas partes son capaces mal podría alegarse la nulidad de dicho contrato invocán-
dose esta causal, y así se declara. Asimismo la norma contempla una segunda causal de nulidad 
como lo es el vicio en el consentimiento; y en este sentido la doctrina ha considerado lo siguiente: 
El consentimiento es la manifestación de voluntad, que debe ser libre, esto es sin vicios…”.

86	Mélich Orsini, ob. cit., pp. 86 y 87.
87	Bianca, ob. cit., p. 267.
88	Véase: Domínguez Guillén, María Candelaria: “La protección jurídica de los impedidos”. En: Revista 

de la Facultad de Ciencias Jurídicas y Políticas Nº 121, Caracas, Universidad Central de Venezuela, 
2001, pp. 13-68 (También en: Domínguez Guillén, Ensayos…, pp. 685-739); Domínguez Guillén, María 
Candelaria: La derogatoria de la inhabilitación legal. En: Revista de Derecho Nº 26, Caracas, Tri-
bunal Supremo de Justicia, 2008, pp. 223-249; Domínguez Guillén, María Candelaria: La protección 
constitucional de los incapaces. En: temas de Derecho Administrativo. Libro Homenaje a Gonzalo 
Pérez Luciani. Colección Libros Homenaje Nº 7. Caracas, Tribunal Supremo de Justicia, 2002, Vol. 
I, pp. 609-658; Torrealba Sánchez, Miguel Ángel y María Candelaria Domínguez Guillén: Aspectos 
generales del régimen legal de la discapacidad (especial referencia al autismo). Revista Nº 34. 
Caracas, Tribunal Supremo de Justicia, 2012, pp. 157-186; Flores B., Rafael Gregorio: Protección 
social para las personas con discapacidad: una abordaje del régimen jurídico venezolano, 2011, 
http://www.publicaciones.urbe.edu/index.php/lexlaboro/article/viewArticle/467/1142#; Pérez 
Ramos, Carlos: El problema de la capacidad de obrar de los discapaces. En: Notario del siglo XXI, 
Revista on line del Colegio Notarial de Madrid Nº 42, marzo-abril 2012, http://www.elnotario.es/
index.php/hemeroteca/revista-42; García Garnica, María del Carmen: Discapacidad y dependencia 
(I): concepto y evolución jurídica. En: Tratado de Derecho de la persona física, Civitas /Thomsom 
Reuters (Direct M. Gete-Alonso y Calera/ Coord. J. Sole Resina), España, 2013, T. II, pp. 173-210; 
Graterón Garrido, ob. cit., pp. 299-302; Discapacidad y Derecho Civil. Leonardo B. Pérez Gallardo 
(Coord.). Madrid, Dykinson S.L., 2014.

89	Véase: Ley para las Personas con Discapacidad, art. 5: “se entiende por discapacidad la condición 
compleja del ser humano constituida por factores biopsicosociales, que evidencian una disminu-
ción o supresión temporal o permanente, de alguna de sus capacidades sensoriales, motrices o 
intelectuales que puede manifestarse en ausencias, anomalías, defectos, pérdidas o dificultades 
para percibir, desplazarse sin apoyo, ver u oír, comunicarse con otros, o integrarse a las actividades 
de educación o trabajo, en la familia con la comunidad, que limitan el ejercicio de derechos, la 
participación social y el disfrute de una buena calidad de vida, o impiden la participación activa 
de las personas en las actividades de la vida familiar y social, sin que ello implique necesariamente 
incapacidad o inhabilidad para insertarse socialmente.” Véase también la antigua distinción de 
la OMS, modificada en 2001 entre discapacidad, deficiencia y minusvalía (Domínguez Guillén, 
Ensayos…, pp. 703 y 704). 

90	Véase entre otros instrumentos: Constitución, art. 81; Ley para las Personas con Discapacidad 
(GO Nº 38.598 del 5 de enero de 2007); Convención de Derechos de las personas con discapa-
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de tales personas a los fines de lograr una efectiva igualdad en tales casos91. 
El término “personas con discapacidad” significa cualquier persona impo-
sibilitada de asegurarse total o parcialmente por sí misma las necesidades 
de un individuo normal y(o) una vida social, como resultado de una defi-
ciencia, sea congénita o no, en su capacidad física o mental92. “Las personas 
con alguna deficiencia, discapacidad o minusvalía requieren una protección 
especial por parte del ordenamiento jurídico, su sola condición de sujeto de 
derecho, en ocasiones será insuficiente si el Estado y la sociedad no les brinda 
las oportunidades, las herramientas y el ambiente adecuado para obtener la 
plena realización como ser humano”93. El ser con discapacidad precisa de una 
atención general especializada, siendo que la fragilidad del impedido puede 
ser violada por actos de comisión o de omisión94.

Ahora bien, la incapacidad de obrar y la “discapacidad” no necesariamente 
coinciden porque hay discapacidades (como las físicas o sensoriales) que en 
modo alguno afectan la esfera de la capacidad de obrar, dada la derogatoria 
del artículo 410 (ceguera y sordomudez) que hizo la Ley para las Personas 
con Discapacidad. De lo que se deriva que la capacidad de obrar en nuestro 
Derecho vigente únicamente prospera en razón de discapacidad intelectual 
o mental. Esto por cuanto el concepto de discapacidad incluye situaciones 
dispares en cuanto a su gravedad95.

De tal suerte que “discapacidad” e “incapacidad” no son términos equiva-
lentes, aunque tampoco del todo inconexos. Así pues, la incapacidad de obrar 
responde según vimos a un concepto técnico dirigido a la imposibilidad de 
realizar actos jurídicos por voluntad propia, en tanto que la discapacidad 
apunta a una dificultad de realizar determinada actividad o de integración 

cidad (adoptada por la Asamblea General de la ONU el 13-12-06, Ley Ap. GO 39.236 de 6-8-09); 
Convención Interamericana para la Eliminación de todas las formas de Discriminación contra las 
Personas con Discapacidad (dictada por la Asamblea General de la OEA el 7-7-99, Ley ap. GO 38347 
de 30-12-05); Declaración de los Derechos de los Impedidos (adoptada por la Asamblea General de 
la ONU el 9-12-75); Declaración de los Derechos del Retrasado Mental (adoptada por la Asamblea 
General de la ONU el 20-12-71); Normas Uniformes sobre la igualdad de oportunidades para las 
personas con discapacidad (adoptada por la Asamblea General de la ONU el 20-12-93); LOPNNA, 
arts. 29 y 61; la Declaración de los Derechos del Niño (Asamblea general de la ONU el 20-11-59), 
en su artículo 5, Convención sobre los Derechos del Niño, art. 23.

91	Véase: Domínguez Guillén, Ensayos…, pp. 738 y 739. 
92	Pérez Gallardo, Leonardo B.: La protección legal a los discapacitados en Cuba. Una visión de lege 

data y de lege ferenda. http://www.el-observatorio.org/wp-content/uploads/2009/06/la-protección-
legal-a-los-discapacitados-en-Cuba-i.pdf (también en: Estudios…, pp. 67-120); Momm, Willi y Otto 
Geiecker: Discapacidad: Conceptos y definiciones. En: Discapacidad y Trabajo 17. Gestión y Política. 
Enciclopedia de Salud y Seguridad en el Trabajo. http://www.mtin.es/es/publica/pub_electronicas/
destacadas/enciclo/general/contenido/tomo1/17.pdf.

93	Véase: Domínguez Guillén, Ensayos…, p. 700. Exactamente en el mismo sentido: Juzgado 
Primero de Primera Instancia en lo Civil, Mercantil, del Tránsito y Agrario de la Circunscripción 
Judicial del Estado Vargas, Sent., 23-2-05, Exp. S-88/05, en http://vargas.tsj.gov.ve/decisiones/2005/
febrero/132-25-S-88-5658.html.

94	Rueda Castro, Laura y María Angélica Sotomayor Saavedra: Bioética y discapacidad psiquiátrica: 
Aspectos clínicos y jurídicos. Chile, Acta Bioethica 2003, Año 9, Nº 2, p. 248, http://www.scielo.cl/
scielo.php?script=sci_pdf&pid=S1726-569X2003000200010&lng=es&nrm=iso&tlng=es. 

95	González Granda, Piedad: Régimen jurídico de protección de la discapacidad por enferme-
dad mental. Madrid, Reus, 2009, p. 34.
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producto de una deficiencia física, intelectual o sensorial. De lo que se deduce 
que la discapacidad no implica necesariamente incapacidad de ejercicio, más 
precisamente cabe recalcar que la discapacidad intelectual o mental es la única 
que podría generar una incapacitación bien sea absoluta o relativa según el 
grado de la misma. Las discapacidades físicas o sensoriales no propician en 
nuestro Derecho vigente incapacitación96, por lo que mal podría pretenderse 
incapacitar a alguien por discapacidades distintas a la intelectual. Ello dado 
el carácter taxativo de las incapacidades97 en razón de su efecto restrictivo en 
la esfera de la autodeterminación del ser humano.

 Se afirma que la Convención de Derechos de las personas con discapacidad 
introduce un cambio de paradigma que obligaría a reinterpretar la legislación 
interna a favor de integrar al incapaz en la toma de decisiones sustitutivas de 
voluntad98. Lo cual es difícil en un sistema como el nuestro que solo admite 
dos modalidades de incapacitación según veremos (infra XX.3).

96	Véase infra XXII.4.
97	Véase supra XIV.2.7.
98	Olmo, Juan Pablo: Salud Mental y discapacidad. Buenos Aires, Dunken, 2014, p. 27, https://

books.google.co.ve/books?isbn=9870274099.


